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■■ La pérdida de cobertura de bosque nativo es uno 
de los principales problemas ambientales del país. 
La deficiente aplicación de la legislación forestal 
ha permitido la tala de bosque nativo maduro y la 
titulación de tierras de patrimonio forestal nacional. 

La legislación ha fomentado la reforestación, incluso 
con fuertes beneficios fiscales, pero sin que ésta se 
haya orientado a la restauración o regeneración del 
bosque.

Sistema de Áreas Protegidas de Zonas de Vida
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■■ El agua es un recurso estratégico básico para el 
desarrollo del país. Existen 270,000 has. con aptitud 
para riego, concentradas en el centro y occidente 
del país insuficientemente aprovechadas. En la 
estación seca existe competencia por el agua, 
particularmente entre el uso hidroeléctrico y el 
agropecuario, además del ecológico. Se prevé un 
incremento de la demanda de agua potable de 
hasta un 30% en la próxima década, hasta llegar 
a los 365 Hm3 anuales. El Canal de Panamá 
exige para su funcionamiento un caudal anual de 
2,547 Hm3. La dotación de sistemas de riego a la 
superficie agrícola podría llegar a suponer 3,500 
Hm3 anuales. Las tarifas por el uso del agua 

establecen unos precios muy alejados del valor 
ecológico que presta y no asegura una buena 
gestión, control y fiscalización. La intervención de 
múltiples instituciones en relación con el uso y 
gestión del agua, junto con la debilidad jurídica de 
las disposiciones relacionadas, generan un entorno 
de conflictos de interés, solapamientos y duplicidad 
de funciones. El desarrollo de la legislación de 
recursos hídricos ha encontrado dificultades; sólo 
se ha constituido un Comité de Cuenca de los 
52 previstos y se han elaborado cinco planes de 
manejo de los que se han aprobado dos, y planes 
de ordenamiento ambiental del territorio de dos 
cuencas hidrográficas.

Cambios de Cobertura del suelo.
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■■ El suelo no ha sido entendido como recurso 
estratégico y no se ha considerado la adecuación 
del uso a su aptitud y capacidad. La superficie bajo 
uso agropecuario se ha reducido en 70,000 has. 
entre 2,000 y 2,011, por el abandono de terrenos 
agrícolas marginales. La erosión en algunas zonas 
llega a las 200 Ton/ha. anuales con el consiguiente 
perjuicio para la producción hidroeléctrica y la 
actividad del Canal. 

■■ La deforestación incontrolada ha incrementado 
las tasas de erosión y el riesgo de desertificación 

en el país. El 75% de las tierras del país poseen 
aptitud forestal y gran parte de las mismas han 
sido deforestadas por actividades agropecuarias.  
Casi un 28% del territorio continental panameño 
(20,787 km2) se ve afectado por estos impactos, 
especialmente en la zona del Arco Seco, la 
sabana veragüense y la comarca Ngabe-Buglé. 
El fomento en el uso de etanol y del biodiesel en 
los combustibles, promovido por la legislación 
panameña, está provocando un severo cambio de 
uso del suelo y la expansión de la frontera agrícola 
sobre terrenos forestales. 

Cuencas y regiones hidrográficas (con límites provinciales y distrito)
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■■ Panamá es altamente vulnerable a los efectos del 
cambio climático. El cambio de uso del suelo  y 
la pérdida de superficie forestal es la principal 
causa de aumento en las emisiones netas de CO2. 
La región del Arco Seco y las zonas costeras son 
las partes más vulnerables al cambio climático en 
Panamá. La pérdida de productividad agraria puede 
llegar a ser del 4% al 7% del PIB. El régimen de 
funcionamiento del Canal puede verse afectado por 
el cambio climático en relación a la disponibilidad 
de agua para esclusaje.

■■ Panamá es un país expuesto a un rango amplio de 
peligros naturales y antrópicos, cuya ocurrencia 
produce impactos socioeconómicos importantes. 
Un 15% del territorio está expuesto a desastres 
naturales y el 12% de la población es vulnerable 

a dos o más amenazas.  Existen dificultades o 
limitaciones institucionales para la implementación 
efectiva de la Política Nacional y el Plan Nacional 
de Gestión Integral de Riesgo. Los escenarios 
previstos de cambio climático pueden intensificar 
los riesgos en el país y aumentar la vulnerabilidad 
económica de sectores importantes como la 
agricultura y el Canal de Panamá. Se estima que el 
costo anual por eventos recurrentes oscila entre B/. 
125 y 150 millones/año (0.36% a 0.42% del PIB), 
lo que puede tener efectos significativos sobre el 
crecimiento de largo plazo. La identificación de 
riesgos es insuficiente, no existe una plataforma ni 
protocolos bien establecidos para el intercambio, 
sistematización e integración de la información. 
La atención de las emergencias y desastres no se 
manifiesta igual en los niveles provinciales y locales.

Zonas vulnerables a desastres
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5.7.2 Objetivos 

La sostenibilidad y competitividad del sistema 
productivo del país ha de descansar en la identifcación 
y uso adecuado de las potencialidades productivas del 
territorio, generando los instrumentos y capacidades 
que garanticen su uso sostenible, revirtiendo el proceso 
de degradación progresiva del capital natural disponible 
que actualmente se registra. 

El propósito es impulsar medidas efectivas que 
contribuyan a un desarrollo territorial equilibrado, la 
protección ambiental y el manejo sostenible de los 
recursos naturales  y territoriales del país. 

Para ello se definen dos objetivos específicos,  de 
acción:

ÜÜOrdenamiento  y Desarrollo Territorial, que persigue 
el desarrollo e implementación de instrumentos de 
planificación y gestión que regulen la ocupación 
del territorio bajo criterios de sostenibilidad, que 
contribuyan disminuir las asimetrías y elevar la 
eficacia de la inversión y la competitividad territorial.

ÜÜGestión Ambiental, que se orienta a mitigar y/o 
eliminar los procesos de deterioro ambiental 
asociados al uso inadecuado del territorio y las 
actividades antrópicas, así como reducir los efectos 
potenciales asociados a las amenazas naturales.

5.7.3 Estrategia de Intervención 

La estrategia de intervención, articula distintas líneas 
de acción que permiten avanzar hacia los objetivos 
señalados:

Ordenamiento y Desarrollo Territorial

ÜÜ Avanzar decididamente en la planificación 
territorial, tanto para cerrar las brechas socio-
territoriales del desarrollo, como para aprovechar 
en plenitud y en condiciones de sostenibilidad las 
potencialidades del país.

La acción estratégica de gobierno en materia de 
ordenamiento y desarrollo territorial ha de ser 
fundamental, tanto para cerrar las importantes brechas 
en el desarrollo socio-territorial existentes en Panamá, 
a nivel inter-regional-comarcal e intra-regional-local y 
metropolitano; como para activar la plena incorporación 
de los recursos y potencialidades de desarrollo existentes 
en el conjunto del país, al día de hoy insuficientemente 
aprovechados.

ÜÜ Abordar la realización de un ‘plan de país’, que 
contribuya a la vertebración y desarrollo de ‘un 
solo país’

Coinciden a tal fin condicionantes objetivos de la 
realidad nacional, internos y externos, con objetivos 
y criterios de carácter político del conjunto social 
panameño y del Gobierno del Presidente Varela.

OBJETIVOS INDICADORES DE IMPACTO

Ordenamiento y Desarrollo Territorial

Desarrollo e implementación de instrumentos de planificación y gestión 
que regulen la ocupación del territorio bajo criterios de sostenibilidad, que 
contribuyan disminuir las asimetrías y elevar la eficacia de la inversión y la 
competitividad territorial.

Gestión ambiental

Mitigar y/o eliminar los procesos de deterioro ambiental asociados al uso 
inadecuado del territorio y las actividades antrópicas, así como reducir los 
efectos potenciales asociados a las amenazas naturales

■■ Se aplican los instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial 
elaborados y aprobados, orientando la ocupación del territorio y las 
inversiones sectoriales con criterios estratégicos. Se cumplen los objetivos  y 
metas de dichos instrumentos.

■■ Mejora la relación entre los usos y la vocación de los suelos (uso adecuado). 
Reducción progresiva de conflictos de uso en zonas de alto valor natural.

■■ Mejora sostenida de los indicadores de biodiversidad y salud de los 
ecosistemas. 

■■ Mejora de la calidad y disponibilidad de recursos hídricos para usos 
productivos y consumo humano.
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Dar respuesta armónica y eficiente a los Acuerdos de 
la concertación y a los objetivos y compromisos del 
Programa de Gobierno requiere de la elaboración y 
desarrollo de un ‘plan maestro de país’ que dé respuesta 
concreta a los mismos a nivel socio-territorial.

ÜÜ Activar y reforzar la institucionalidad política para 
la dirección y conducción estratégica de la política 
territorial

La elaboración de un ‘plan maestro de país’, de un plan 
de ordenamiento y desarrollo socio-territorial, articulador 
de los elementos centrales de la estrategia ambiental, 
urbanística, infraestructural y económica del país, y de su 
impulso y gobernanza a nivel espacial, requiere reforzar, y 
por tanto redefinir en cierto grado, las capacidades político-
institucionales disponibles por Panamá a tal fin. Lo cual 
supone en primera instancia una clara formulación política.

A tal fin se ha de abordar la elaboración de la Política 
Nacional de ‘Ordenamiento y Desarrollo Territorial’, o de 
‘Integración y Desarrollo Socio-Territorial y Ambiental’, o de 
la denominación que resulte más expresiva de sus objetivos 
y alcances.

La formulación de la Política Nacional de Integración y 
Desarrollo Socio-territorial y Ambiental puede aconsejar 
el fortalecimiento y reconfiguración del Consejo 
Nacional para el Desarrollo Territorial, a fin de disponer 
de una plataforma político-institucional suficientemente 
comprensiva, representativa y ejecutiva. 

ÜÜ Modificar, simplificar y desarrollar el marco legal 
vigente en materia de planificación y gestión 
del desarrollo territorial (Anteproyecto de 
Ley Orgánica de Integración, Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial)

El documento de Política y el proceso de su formulación 
han de sentar las bases para el desarrollo y simplificación 
del marco legislativo. 

ÜÜ Desarrollar un ambicioso programa de 
planificación, que ha de tener como cabecera el 
Plan Nacional de Integración, Ordenamiento y 
Desarrollo Socio-territorial  y Ambiental

La acciones prioritarias en este ámbito son:

■■ La elaboración del Plan Nacional de Integración, 
Ordenamiento y Desarrollo Socio-territorial, y de 
redacción del Anteproyecto de Ley.

■■ Alcanzar la elaboración, vigencia y desarrollo de 
50 Planes de Ordenamiento Territorial Municipal a 
fines de mejorar la calidad de vida de la población 

y de asegurar la sostenibilidad de los principales 
centros urbanos del país;

■■ Alcanzar la elaboración , vigencia y desarrollo de 
10 Planes Parciales de Ordenamiento Territorial, 
incluyendo cuatro comarcales. cuya realización 
se estima de carácter urgente durante el período 
2015-2019

ÜÜ Desarrollar un programa de facilitación de la 
acción ciudadana y empresarial en materia de 
actuaciones territoriales y urbanísticas

Dicho programa ha de tener tres componentes 
principales:

■■ Un Programa de Formación y Capacitación 
Ciudadana y de operadores territoriales y 
urbanísticos, en la elaboración, formulación y 
tramitación de actuaciones y proyectos territoriales 
y urbanísticos.

■■ Un Programa para mejorar la eficacia de la Ventanilla 
Única como mecanismo que permita agilizar y 
mejorar la eficiencia y capacidad de respuesta de la 
Administración a todos los niveles en la evaluación 
y gestión administrativa de proyectos sujetos a 
regulación y aprobación por parte de la misma.

■■ La habilitación de un Sistema Nacional de 
Información Territorial que ponga a disposición de 
ciudadanos, instituciones y empresas la información 
territorial necesaria para la formulación de 
proyectos y toma de decisiones (información social, 
económica, territorial  y ambiental, alfanumérica 
y cartográfica; afecciones territoriales vigentes 
y proyectos en vías de realización; afecciones y 
proyectos en evaluación).

ÜÜ Fortalecer las capacidades institucionales de la 
Administración Nacional, Comarcal y Local

La realización de este ambicioso programa en materia de 
integración, ordenamiento y desarrollo socio-territorial 
y ambiental requiere un intenso proceso de formación y 
ampliación de las capacidades técnicas (humanas y equipos 
técnicos), disponibles tanto por la Administración Nacional 
como por las Administraciones Provinciales, Comarcales  y 
Locales.

Gestión Ambiental

Las situación ambiental descrita, hace necesario la 
adopción de una serie de medidas urgentes que corrijan 
las deficiencias y debilidades detectadas. Entre ellas se 
pueden destacar las siguientes:
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■■ Fortalecimiento de la capacidad institucional de la 
gestión ambiental otorgándole categoría ministerial 
para integrar funciones de ejecución, coordinación, 
control y fiscalización, y dotación de los recursos y 
capacidades necesarios para su óptimo desempeño.

■■ Mejora de la coordinación interinstitucional 
para favorecer una política ambiental preventiva 
mediante el fortalecimiento del SIA y de las Unidades 
Ambientales Sectoriales y Locales.

■■ Revisión y actualización del modelo de evaluación 
ambiental, reglamentando procedimiento de EAE y 
mejorando el procedimiento en la EIA para enfatizar 
en los casos de categorías II y III.

■■ Dotar a la conservación de la biodiversidad de un 
marco legal e instrumental suficiente para asegurar una 
protección funcional efectiva, considerando las áreas 
protegidas como parte del sistema de conservación 
de los ecosistemas y su funcionalidad, e incorporando 
el conjunto del territorio a su gestión, siendo éstas el 
núcleo de una estrategia de conservación más amplia.

■■ Proteger el patrimonio forestal del Estado y revisar 
y actualizar la legislación forestal, promoviendo la 
recuperación y regeneración de bosques en los 
terrenos de vocación forestal, los cuales deberán 
ser claramente definidos, y fomentando su 
aprovechamiento sostenible.

■■ Priorización de la gestión de los recursos hídricos como 
uno de los temas centrales de la acción de Gobierno, 
mejorando la información existente y estableciendo el 
marco legal e instrumental adecuado para la gestión 
de las cuencas desde una visión integral.

■■ Promover el ordenamiento ambiental del territorio 
como base para el desarrollo sostenible, basado en el 
uso de los recursos y del territorio de acuerdo con su 
capacidad y aptitud.

■■ Considerar la lucha contra el cambio climático y 
sus efectos como eje fundamental de la acción de 
gobierno, frenando la deforestación y restaurando 
la cubierta vegetal para evitar la desertificación y 
reduciendo la vulnerabilidad existente mediante 
el desarrollo y aplicación de medidas adaptación y 
mitigación.

■■ Resolver los graves problemas de saneamiento 
ambiental del país, procurando recolectar y tratar 
adecuadamente la problemática de las aguas 
residuales y de residuos sólidos que se generan en las 
zonas urbanas e industriales.

■■ Consolidar un marco político-institucional de 
gestión de riesgo de desastres que priorice la 
prevención y mitigación, promoviendo los cambios 

normativos e institucionales necesarios que doten 
a la administración de los recursos y capacidades 
suficientes para generar un sistema de información 
preventivo que alerte, con suficiente antelación y 
criterio, a las instituciones responsables de la atención 
a la emergencia.

5.7.4 Criterios de intervención-acciones  y 
Proyectos Estratégicos:

Los criterios de intervención y priorización de las actuaciones 
en estos ámbitos son:

■■ Estructuración y articulación el marco institucional 
relacionado con el Ordenamiento Territorial y la gestión 
ambiental.  
■■ Elaboración de un nuevo  marco normativo para el 
ordenamiento territorial y ambiental. 
■■ Desarrollo e implementación de instrumentos de 
planificación territorial y ambiental.
■■ Fortalecimiento de capacidades de las instituciones 
sectoriales de la Administración Nacional y Local.
■■ Implementar programa de facilitación de la acción 
ciudadana y empresarial en materia de actuaciones 
territoriales, urbanísticas y ambientales.

Principales acciones y proyectos estratégicos en 
Ordenamiento Territorial y Gestión Ambiental

ORGANIZACIÓN
§§ Fortalecimiento de capacidades (MIVIOT-ANAM-Municipios)

§§ Articulación sectorial y refuerzo de capacidades de las 
instituciones vinculadas al Ordenamiento territorial y la gestión 
ambiental

§§ Formación de Personal

§§ Programa de facilitación de la acción ciudadana y 
empresarial(Ventanilla única; información territorial; 
capacitación ciudadana)

INSTITUCIONALES-NORMATIVOS

Ordenamiento y Desarrollo Territorial
§§ Consejo Nacional de Desarrollo Territorial

§§ Plan Nacional de Ordenamiento y Desarrollo Territorial

§§ Anteproyecto de Ley Orgánica de Integración, Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial.

§§ 50 Planes de Ordenamiento Territorial (POTs)

§§ 4 Planes Comarcales

§§ 10 Planes Parciales (áreas críticas de desarrollo Urbano)

§§ Creación de Ventanillas Únicas en las Direcciones Provinciales 
del MIVIOT

Gestión Ambiental
§§ Creación del Ministerio de Ambiente

§§ Revisión y actualización del modelo de evaluación ambiental 
(EAE y EIA)

§§ Revisión y actualización del PIOT-Ambiental

§§ Mejoramiento del Marco Legal e instrumental para la Gestión 
de Cuencas

§§ Demarcación y señalización de las Áreas Protegidas incluidas en 
el SINAP
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RESULTADOS ESPERADOS
SECTOR / Resultados INDICADORES. (Línea de Base) META

ORDENAMIENTO TERRITORIAL

ü	 Elaborado Marco Legal para el 
Ordenamiento Territorial 

ü	 Aprobado Plan Nacional de Ordenamiento 
Territorial

ü	 Planes Provinciales/Comarcales/es de OT 
elaborados

ü	 Planes Municipales de OT elaborados

ü	 Elaborados Planes Parciales urgentes de 
áreas de expansión urbana

ü	 Fortalecidas capacidades en OT a nivel 
central, provincial y local mediante Plan de 
Capacitación

ü	 Ventanilla única funcionando

q	 Aprobación del Marco Legal OT

q	 Aprobación del PNODT

q	 N° de POTs elaborados

q	 N° de Planes Parciales elaborados

q	 N° de cursos y personas  capacitadas en OT 
(MIVIOT; Juntas Técnica Provinciales; Municipios)

q	 N° de Ventanillas Únicas operando

q	 Tiempo de trámites urbanísticos

q	 Marco Legal para el Ordenamiento 
Territorial a los 12 Meses

q	 Plan Nacional  de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial a los 24 meses

q	 50 POTS Municipales elaborados

q	 4 Planes Comarcales

q	 10 Planes Parciales elaborados

q	 100% de personal técnico  MIVIOT y 
Municipios con POT capacitados en OT y 
gestión urbanística 

q	 Ventanillas Únicas en todas las Direcciones 
Provinciales del MIVIOT

GESTIÓN AMBIENTAL

ü	 Se restructura el Sistema el sistema de 
gestión ambiental del Estado

q	 Aprobación de la Ley que restructura el sistema de 
gestión ambiental del Estado y crea el Ministerio 
de Ambiente

q	 Optimización de Instrumentos de Gestión 
Ambiental (EIA y EAE) 

q	 Automatización de trámites ambientales

q	 Modernizar las capacidades institucionales 
para la gobernanza ambiental.  Antes de 
agosto de 2015

q	 Cumplir con acuerdos Multilaterales y 
Bilaterales en materia ambiental.  Diciembre 
de 2026

ü	 Se dispone de una Estrategia Nacional de 
Cambio Climático

q	 Diseño, aprobación e implementación de una 
Estrategía Nacional de Cambio Climático

q	 Adaptar los sectores de la economía a los 
efectos adversos del cambio climático y 
reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero en los sectores energía, 
transporte, procesos industriales, gestión 
de desperdicios, agricultura, cambio de uso 
de tierra y silvicultura.  Antes de Diciembre 
de 2016

ü	 Se moderniza el ecoturismo en áreas 
protegidas estratégicas

q	 Establecimiento de Infraestructura clave en Áreas 
Protegidas

q	 Otorgamiento de Concesiones de administración 
y servicios

q	 Modernizar el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas. Diciembre de 2015

q	 Impulsar actividades ecoturísticas 
estandarizadas y certificadas en áreas 
protegidas. Diciembre de 2015

ü	 Se restructura y reactiva el sector forestal 
nacional

q	 Aprobación de nueva Ley Forestal

q	 Implimentación de la Alianza por el Millón de 
Hectáreas Reforestadas

q	 Facilitar el desarrollo del sector forestal de 
Panamá.  Diciembre de 2015

q	 Restaurar las cuencas hidrográficas e 
impulsar la participación nacional en 
proyectos REDD+ y de biocomercio con 
otros productos y servicios del bosque.  
Diciembre de 2016

5.7.5 Resultados esperados
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5.8 Gobierno y Desarrollo: Hacia 
una Gestión Moderna del Sector 
Público de Panamá

El objetivo de competitividad que persigue PEG 2015-
2019 depende estrechamente de factores económicos, 
pero también de la calidad de las instituciones 
panameñas. Según el World Economic Forum, los 
indicadores que exhibe el país en materia institucional 
indican la necesidad de hacer progresos sustanciales. 
Una parte importante de estos desafíos se concentran 
en la mejora de calidad de la gestión pública, lo cual 
exige definir un espacio y un ámbito concreto de 
acciones19. Las propuestas que siguen a continuación 
se vinculan con medidas y decisiones que el gobierno 
habrá de impulsar y que se concentran en los siguientes 
temas:

■■ Mejora del sistema de planificación e inversión 
pública,

■■ Avances hacia la implantación del presupuesto por 
programas y medición de resultados,

■■ Modernización y mejorar el Sistema de Control,

■■ Modernización el servicio civil,

■■ Avances hacia una mayor descentralización de la 
acción pública,

■■ Impartición de justicia y seguridad.

5.8.1 La gestión pública como un nuevo desafío 
para el desarrollo.

Panamá viene experimentando un proceso de 
acelerada expansión económica, sin embargo tiene 
aún enormes retos pendientes. Acompañado por 
un contexto internacional favorable, la formación de 
capital público y privado ha jugado un papel clave para 
el crecimiento de la actividad económica. Como parte 
de ese proceso, las condiciones sociales han mejorado: 
se ha generado empleo y los mayores ingresos han 
permitido reducir la pobreza. La fase de expansión 
puede continuar, toda vez que el marco internacional 
siga bajo una tónica favorable y que la política fiscal 
se mantenga dentro de parámetros que contribuyan 
a preservar el balance macroeconómico. Existe por lo 
tanto la oportunidad para capitalizar los logros previos 
para construir bases sólidas de crecimiento y, a la vez, 
transformar la prosperidad en un desarrollo social 
inclusivo y sustentable, que disminuya además las 
significativas disparidades territoriales.

19 De los 15 factores identificados como obstáculos para la realización de 
negocios en Panamá, la burocracia e ineficiencia pública es señalada como 
segunda en el ránking.Veáse, Informe Mundial de Competitividad 2013-2014, 
Foro Económico Mundial, Davos, Suiza, 2014

La trayectoria recorrida ha estado caracterizada 
por tasas de inversión elevadas para los estándares 
regionales y el sector público ha tenido una 
importante contribución a dichos resultados. Si bien 
será importante preservar en el futuro los niveles de 
inversión, el sector público se enfrenta a la necesidad 
de seleccionar y asignar sus recursos con la máxima 
eficiencia e impacto social posible. Esto no sólo por el 
hecho que es necesario sujetar la acción pública al marco 
fiscal de mediano plazo y asegurar así la sostenibilidad 
financiera, sino porque es imperativo hacer el mejor uso 
de los recursos durante el ciclo de bonanza. Es más, 
existen indicios que en el pasado reciente los proyectos 
públicos no siempre han respondido a prioridades de 
desarrollo del país, y aún en aquellos casos donde las 
inversiones estuvieron correctamente asignadas, la 
gestión ha sido ineficaz. A la postre, el dividendo social 
de la acción pública ha sido menor al esperado.

Para llevar a la práctica las políticas nueva gestión 
de gobierno y materializar sus iniciativas, se requiere 
una mirada renovada de la gestión del sector público. 
Esta nueva mirada requiere poner en el centro de la 
acción la efectividad del desarrollo en la gestión de las 
políticas y de los proyectos públicos. Si bien el concepto 
es sencillo de formular, las complejidades propias 
de la institucionalidad pública conspiran contra su 
instrumentación. Frente a ese panorama es necesario 
delinear un esquema de acción que asegure acercarse 
al objetivo buscado. 

5.8.2 La ley de responsabilidad social fiscal: 
avances y tareas pendientes.

La ley de responsabilidad social fiscal (LRSF) es un 
instrumento valioso. Los beneficios de este marco legal 
son incuestionables: permite contar con un instrumento 
que contribuye a dar sustento a la gestión de gobierno, 
contribuye a consolidar las finanzas públicas al explicitar 
el contexto macroeconómico del mismo y en definitiva, 
ofrece un cuadro más amplio sobre el cual se analiza 
el presupuesto anual20. Habida cuenta que la política 
fiscal es, en el caso de Panamá, el único instrumento 
disponible de gestión macroeconómica, la existencia 
de este cuadro normativo resulta de gran utilidad. No 
obstante, debe destacarse que el propósito original de 
la ley consistente en la fijación de una regla fiscal estricta 
se ha cumplido de manera parcial21. La legislación 
original ha sido modificada en más de una oportunidad 
y las reformas han ido en la dirección otorgar mayor 

20 Ley 38 aprobada en 2008.
21 La LRSF estableció originalmente un límite máximo de déficit del SPNF 
equivalente a 1 % del PIB. La meta se cumplió en 2008 y 2009. En los años 
subsiguientes el déficit del SPNF superó la regla fiscal establecida en 2008.  
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flexibilidad a la regla fiscal22. Más allá de estos cambios, 
la LRSF ha ofrecido un marco de contención para el 
diseño y ejecución fiscal. En términos generales, la 
existencia de la misma ha sido apreciada positivamente 
en los mercados de deuda y ha contribuido a bajar el 
costo del endeudamiento externo del país. 

Estrategia de Gobierno en un marco fiscal consistente. 
La LRSF ofrece un diseño integral para la gestión 
gubernamental: prevé la formulación de la estrategia de 
la administración inscripta en un marco macroeconómico 
y fiscal, con la correspondiente explicitación del plan 
de inversiones previsto para el quinquenio.23De esta 
manera, las reglas fiscales en cuanto déficit y deuda 
definen los límites bajo los cuales se encuadran la 
Estrategia, el programa fiscal y la planificación de las 
inversiones públicas. En particular, las previsiones 
macroeconómicas, fiscales y el plan de inversiones se 
revisa anualmente con un horizonte móvil de cinco 
años. 

Bajo el amparo y el impulso provisto por la ley se 
han venido llevando a cabo diversos programas para 
fortalecer la administración tributaria y la gestión 
financiera del sector público. La LRSF también ha 
establecido los criterios a los que se debe sujetar la 
administración financiera del estado consagrando 
principios de transparencia y obligatoriedad de 
cumplimiento para los funcionarios públicos. Siguiendo 
los principios orientadores de la ley, Panamá ha lanzado 
varias iniciativas destinadas a mejorar la administración 
financiera del presupuesto público y también para 
fortalecer la administración tributaria.24Es importante 
continuar estos programas. Pero resultan insuficientes 
para una adecuada gestión de la asignación de los 
recursos públicos. Se necesita fortalecer el proceso 
de formulación de estrategias, planes y proyectos 
sectoriales.

Los principios rectores en materia de la programación 
y evaluación de la inversión previstos en la ley de 
responsabilidad fiscal llevan un considerable retraso y 
no han sido puestos en práctica. La LRSF establece la 

22 La modificación más reciente es la introducida en la ley que instauró el Fondo 
de Ahorro de Panamá en 2012.
23 Según el artículo 16 de la ley, la elaboración de la Estrategia de Gobierno es 
responsabilidad del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), y la aprobación de 
la misma corresponde al Consejo del Gabinete. Eventuales modificaciones a la 
Estrategia también serán aprobadas por el Consejo de Gabinete. Asimismo, las 
proyecciones del marco macroeconómico, fiscal y las inversiones públicas para 
un período de 5 años deben también ser elaboradas, publicadas y difundidas 
por el MEF durante el primer cuatrimestre de cada año (artículo 18).   
24 En particular, cabe citar dos operaciones de préstamo financiadas por el 
Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial aprobadas en 2011 
(por un monto de 50 millones de dólares, BID, y 55 millones de dólares, BM) 
que se encuentran en ejecución.  

formulación de un “plan indicativo de inversiones públicas 
a cinco años” de manera que los fondos se canalicen 
hacia sectores, programas y proyectos prioritarios a 
nivel nacional. Más aún, adjudica responsabilidad a 
los Ministerios sectoriales para la elaboración de los 
respectivos planes. Respecto de las inversiones públicas 
se fija la obligatoriedad de acompañar los proyectos por 
los correspondientes estudios de factibilidad y pre-
factibilidad.25 Estas previsiones de la LRSF apuntan al 
ingrediente de planificación y eficacia en la aplicación del 
gasto y persiguen la intención de obtener el mayor rédito 
económico y social asociado al mismo. Sin embargo, más 
allá de las disposiciones normativas, el mecanismo real 
de asignación de las inversiones públicas dista de operar 
en la práctica conforme al modelo trazado en la LRSF. 
En rigor, no existe un plan de inversiones ni tampoco un 
conjunto de proyectos evaluados con criterios técnicos. 
Los procedimientos en vigencia procuran cumplir 
ciertas formalidades normativas y de gestión pero son 
insuficientes frente a los objetivos reales de la tarea.26 
La debilidad del proceso comienza en los eslabones 
iniciales: los ministerios sectoriales carecen de planes 
y programas sobre los cuales realizar la identificación 
de prioridades de inversión y, a su turno, elaborar los 
respectivos proyectos. Es más, se observa debilidad 
institucional en los ministerios sectoriales lo cual es una 
limitación seria para la elaboración y análisis sectorial 
y programático. La ausencia de planes sectoriales 
actualizados hace aún más difícil tener una apreciación 
de la pertinencia de las inversiones y del impacto que 
éstas persiguen. Habida cuenta de este contexto, la 
revisión periódica del plan de inversiones de mediano 
plazo resulta de difícil realización, por cuanto no hay 
un mecanismo eficaz para el seguimiento de las metas 
e impactos de los proyectos. En síntesis, la revisión 
periódica de la Estrategia y del plan de inversiones 
que dispone la propia LRSF constituye un ejercicio de 
limitada validez práctica.      

5.8.3 Inversión pública y efectividad de 
desarrollo. Las reformas necesarias.

Es imperiosa la necesidad de contar con un sistema 
articulado de inversión pública. Panamá posee una 
importante capacidad de inversión pública –alrededor 
de 9 % del PBI, y equivale a una magnitud que resulta 
superior a muchos países de la región. El escenario 
previsible es continuar con un ritmo similar de 
inversiones en el próximo quinquenio. Esto sugiere que 
25 LRSF, Artículo 23.
26 En apoyo de la afirmación del texto cabe citar que seis años después de 
aprobación de la LRSF aún no se cuenta con una ley de inversiones públicas 
compatible con dicha norma. Las autoridades están iniciando en la actualidad 
los trabajos técnicos para el diseño del anteproyecto de inversiones.
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resulta impostergable mejorar aquellos instrumentos 
que permitan una mejor asignación de la inversión 
pública. El punto de partida son los organismos y 
unidades actualmente existentes. El fortalecimiento 
debe incluir tanto a la unidad central como a las 
unidades y agencias sectoriales, incluyendo también 
la articulación de las mismas con aquellas que tienen 
participación en la dimensión territorial a nivel local.

Es necesario institucionalizar la reforma a través de 
una ley de inversión pública y el gobierno ha enviado 
el proyecto correspondiente. Mientras el proyecto 
se analiza en la Asamblea es factible realizar avances 
parciales con el marco legal vigente. La urgencia de la 
gestión de gobierno requiere ahora de conocimiento 
sustantivo acerca de la realidad de los distintos sectores. 

En lo inmediato, es clave contar con estrategias 
sectoriales que permitan brindar un sentido de dirección 
a las iniciativas y proyectos públicos. La formulación 
de estas estrategias no es ajena a la consideración 
de un dato crucial: el presupuesto 2015 actualmente 
bajo análisis por la Asamblea habrá de contener una 
proporción importante de los proyectos “insignia” que 
prioriza la actual administración. En cierto sentido, esta 
situación puede ser interpretada como una justificación 
del statu quo: en la medida que las decisiones de 
inversión ya están incorporadas al presupuesto, parece 
innecesario elaborar planes y programas sectoriales y, 
por tanto, también lucen prescindibles los esfuerzos 
para mejorar el sistema de inversión pública. Bajo este 
concepto los beneficios sólo aparecerían en el largo 
plazo, quizás en un horizonte de tiempo que supera 
la actual administración. Sin embargo, hay varios 
argumentos que apuntan que el razonamiento anterior 
es equivocado, y que hay motivos de peso para delinear 
acciones destinadas a mejorar la formulación de planes 
y programas sectoriales, así como avanzar en el análisis 
de proyectos y, en general, de implantar el sistema de 
inversión pública. 

Primero, porque la LRSF dispone que el plan de 
inversiones es indicativo y aconseja su revisión 
periódica. Segundo, el marco fiscal de mediano plazo 
también prevé revisiones anuales y, como parte 
del mismo, corresponde el repaso de los niveles de 
inversión del plan. Tercero, y como elemento de gestión 
de la Estrategia bajo esta definición de revisión y ajuste 
periódico, el camino para determinar la prioridad 
anual de los proyectos y la asignación de los fondos, 
incluyendo a los que se encuentran en ejecución, exige 
evaluar el avance de cada uno de ellos dentro de la 
cartera sectorial y su contraste con los objetivos y metas 
de los planes respectivos.  Atendiendo a estas razones, 

se observa que los réditos de mejorar el sistema de 
inversión pública se ubican a corto plazo, y constituyen 
una herramienta práctica para la ejecución del plan 
quinquenal de inversiones de la actual administración.  

El ejercicio de programación del primer trimestre de 
2015 es una ocasión oportuna para poner en marcha 
el mecanismo.El avance hacia una mayor consistencia 
entre planes  sectoriales, programas y proyectos 
puede dar inicio de forma inmediata. Un primer paso 
está dado por la propia formulación de la Estrategia 
habida cuenta que la misma necesita contar con la 
correspondiente articulación de planes sectoriales y el 
programa plurianual de inversiones, según lo dispone 
la LRSF. El segundo paso transcurre en el curso del 
primer trimestre del año a propósito de la revisión de 
la ejecución de 2014 y de la cartera de proyectos de 
inversión que realiza la Dirección de Programación de 
Inversiones (DPI). Esencialmente el ejercicio a realizar 
a comienzos del año próximo consiste en lo siguiente:

■■ Reexamen de las estrategias sectoriales disponibles 
y su contraste con la cartera de proyectos que 
habrá sido autorizada por el presupuesto 2015; 

■■ Análisis del grado de avance de los proyectos y 
la pertinencia de los mismos en el marco de los 
planes sectoriales y de prioridades de la nueva 
administración;

■■ Análisis de los proyectos prioritarios que ingresarán 
al programa en caso de existir espacio fiscal en el 
ejercicio fiscal de 2016;

■■ Avanzar hacia la formulación de programas con 
base a las estrategias sectoriales.

El documento de base para guiar los pasos del ejercicio 
referido es la propia Estrategia de Gobierno que estará 
disponible en diciembre. 

La consolidación del sistema de inversión pública 
es un proceso que insumirá tiempo, pero que debe 
comenzar de forma inmediata. Al tiempo que se ponen 
en práctica los dos pasos anteriores, se puede avanzar 
con el anteproyecto de la ley de Inversión Pública según 
está previsto. El diseño de la normativa legal insumirá 
tiempo. Sin embargo, los mecanismos que se han 
propuesto pueden avanzar con la legislación vigente 
y apoyándose en la actual DPI que actúa como pivot 
del sistema. Se puede comenzar de forma inmediata 
impartiendo directivas claras de los objetivos a lograr 
y fortaleciendo los equipos de las distintas unidades 
sectoriales. Es factible  en tareas de capacitación cuya 
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ejercitación real constituyen las tareas correspondientes 
a las actuales funciones. 

La prioridad debe estar puesta en la formación de 
conocimiento. Este es el insumo crítico que se requiere 
para la formulación y actualización de estrategias y 
planes sectoriales. 	

5.8.4 La reforma de gestión pública: una 
agenda amplia. 

La reforma de la gestión con un enfoque de efectividad 
de desarrollo trasciende al sistema de planificación e 
inversión pública. Hasta aquí se ha puesto en el acento 
en dicho sistema por cuanto éste representa la puerta 
de entrada para determinar prioridades a la acción de 
gobierno con un concepto estratégico y de atención de 
las demandas sociales. Sin embargo, la tarea trasciende 
los límites de la planificación y la elección de proyectos.

En buena medida las políticas públicas se materializan 
en las decisiones de gastos de los ministerios y 
agencias de los distintos sectores. Son éstos los que 
llevan adelante la ejecución de los proyectos y que en el 
curso de dicha tarea deben brindar soluciones eficaces 
a los problemas planteados. En consecuencia, la gestión 
cotidiana es complemento indispensable del análisis 
sectorial y de la programación.

La ejecución de las políticas y programas sectoriales 
requiere un considerable grado de coordinación y, 
en su caso, reformas institucionales. En los sectores 
conviven diversas agencias y organismos con 
competencias próximas y aún en su caso con tareas 
superpuestas. La coordinación puede resolver muchos 
de estos problemas. Tal es el caso del plan de transporte 
y logística. En otros casos, puede ser aconsejable una 
redefinición de competencias y funciones adoptando, 
si es necesario, el correspondiente marco legal. 
El gobierno no dudará en hacer propuestas en tal 
dirección para alcanzar los objetivos en los sectores 
prioritarios que se definen en este PEG. Sin embargo, 
esta puede ser una tarea ardua que insume tiempo, 
energías de gestión y recursos políticos. Por tanto, 
antes de emprender reformas de tales características es 
necesario sopesar adecuadamente costos y beneficios 
en todas sus dimensiones. En tal sentido, la estrategia 
y los planes sectoriales pueden ofrecer un criterio 
práctico de orientación para determinar la criticidad de 
tales reformas.

5.8.5 Gestión estratégica del estado.
Presupuesto por programas. Además del sistema 
de planificación e inversión pública y las reformas 

organizaciones de varias de las agencias públicas 
que son necesarias para llevar a cabo el PEG 2015-
2019, Panamá necesita hacer avances en la gestión 
estratégica del Estado. El gobierno está decidido a 
introducir reformas tendientes a la adopción gradual del 
presupuesto por programas.

Actualmente la administración panameña gestiona sus 
presupuestos sobre la base de la clasificación funcional 
del gasto –corriente y de capital- que disponen las 
distintas unidades y agencias públicas. Con este 
modelo organizacional se torna difícil la asignación de 
los recursos para la atención de los distintos bienes 
públicos y servicios a cargo del estado. 

Asimismo, tampoco es factible hacer un seguimiento de 
la aplicación de los fondos y cómo éstos se vinculan 
a la atención de los objetivos y propósitos trazados. 
Más aún, la evaluación y análisis del gasto público es un 
ejercicio impracticable. El resultado final no sólo pone 
en duda la eficiencia de la acción y del gasto público, 
sino que también afecta a la transparencia y rendición 
pública de cuentas. 

Monitoreo y evaluación. Como tarea complementaria 
al avance en materia de organización programática del 
presupuesto, la gestión pública debe avanzar hacia 
la obtención de resultados. Con esta finalidad se irán 
adoptando metas e indicadores para los programas 
presupuestarios de manera que se pueda efectuar un 
seguimiento de los mismos y, finalmente, una evaluación 
de la efectividad y eficacia del gasto. 

Con la intención de avanzar en la dirección indicada, 
el MEF fortalecerá institucionalmente sus unidades 
con competencia en el sistema de planificación y 
presupuesto, y trabajará coordinadamente con la 
Secretaría de Metas de la Presidencia para la definición 
de los programas presupuestarios y el sistema de 
indicadores para la medición de resultados.  

Sistemas de Control. El fortalecimiento del control 
gubernamental es clave para el desarrollo integral 
de Panamá. Resulta significativo que, de 15 factores 
identificados como los más problemáticos para 
hacer negocios en Panamá, el segundo y el tercero 
son la ineficiencia de la burocracia gubernamental y 
la corrupción, respectivamente.27 Ambas son áreas 
directamente vinculadas a las capacidades de control, 
pues un sistema de calidad de auditoría pública genera 
valor en forma de transparencia, eficacia y eficiencia de 
la gestión y gasto públicos. 

27 Informe Mundial de Competitividad 2013-2014, Foro Económico Mundial, 
Davos, Suiza, 2014
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Como es sabido, una reforma integral del sistema de 
control requiere readecuaciones de las funciones y 
ámbitos Contraloría General de la República que tienen 
rango constitucional.28 Dentro de un ámbito más limitado, 
la administración se propone introducir reformas en 
los siguientes temas: (i) fortalecer las metodologías 
de control externo según prácticas  y estándares 
internacionales, con una exploración progresiva de cómo 
ir limitando el control previo, buscando para ello pilotos 
como el Ministerio de Educación actual; (ii) fortalecer el 
modelo de gestión de la CGR, con sistemas de control 
de calidad y seguimiento de recomendaciones de 
auditoría por un lado, y de los procesos no misionales 
por otro; (iii) ajustar progresivamente las áreas de 
competencia de la CGR, centrando su labor en las 
funciones propias de control, y no en otras que no 
corresponden a una Entidad de Fiscalización Superior 
(como estadísticas, creación de normas de contabilidad 
pública, etc.);  (iv) fortalecer las capacidades de control 
interno, con renovación de metodología, capacitación y 
concientización en el mismo; y (v) dar respuesta efectiva 
a la demanda de control, generando a su vez  informes 
de auditoría disponibilidades al poder legislativo y a la 
ciudadanía, conforme a los estándares internacionales, 
generando una Cuenta Auditada de la República.

5.8.6 Gestión pública y servicio civil.
Desarrollo de competencias y capacidades analíticas 
y de gestión en el sector público. Las mejoras en 
los sistemas de planificación, presupuesto y gestión 
requieren competencias técnicas apropiadas de los 
funcionarios públicos. Como es obvio, esta formación 
de conocimiento supone un esfuerzo considerable que 
implica costos. En tal sentido, un corolario bastante 
obvio es que cabría imaginar acciones complementarias 
para capitalizar de la manera adecuada los recursos 
humanos correspondientes. 

El mecanismo que posibilita dicha capitalización es la 
formación de un servicio civil idóneo, competente y 
altamente capacitado. Panamá ha logrado progresos en 
esa dirección, pero todavía hay deficiencias importantes 
en la consolidación de un funcionariado público 
profesional.29En particular, los diagnósticos disponibles 
indican que la Ley 43 de 2009 significó un retroceso.30 La 

28 Para un análisis del tema, veáseM. Sanginés et al. “Modernización del Estado”, 
Banco Interamericano de Desarrollo, División de Modernización del Estado, 
Mayo 2014.
29 Hacia 2008, 75% de los funcionarios públicos habían sido regularizados 
mediante la aplicación del Procedimiento Especial de Ingreso (PEI) que exige la 
acreditación de preparación académica y experiencia para el cargo. Asimismo se 
había dado comienzo a la realización de concursos a través del Procedimiento 
Ordinario de Ingreso (POI.) 
30 Luciano Strazza. Informe Barómetro de la Profesionalización del Empleo 
Público, 2012.

norma abandonó los esfuerzos previos de acreditación 
de funcionarios y se autorizó la contratación por fuera 
del “procedimientoordinario de ingreso (POI)”. 

Una reforma del servicio civil, considerando sus 
diversas modalidades y escalafones, es una empresa de 
alta complejidad técnica y política, donde los beneficios 
demoran en materializarse. No obstante, es factible 
avanzar hacia la profesionalización del empleo público 
con las normas legales vigentes. En los lineamientos 
anteriores hay una deliberada omisión a este tipo de 
reformas porque, precisamente, cualquier consideración 
al respecto requiere partir de una definición sustantiva 
de políticas que aborden las distintas aristas del tema. 

No obstante lo anterior, resulta factible avanzar hacia la 
profesionalización del empleo público apoyándose en 
la propia Ley 43 en lo que se refiere a la disposición 
de  reimplantación del POI a partir de agosto de 
2012. La vigencia de esta cláusula abre el camino para 
corregir los retrocesos anteriores. La aplicación de esta 
solución supone asimismo el compromiso de no apelar 
a mecanismos directos o cuasi directos de contratación, 
y jerarquizar la carrera administrativa mediante el 
reconocimiento de méritos. Al tiempo que se adopta 
esta definición, cabría adoptar dos líneas de acción 
complementarias a la anterior. 

La primera de ellas es introducir mecanismos de  
incentivos, especialmente de tipo salarial, para corregir 
y evitar distorsiones entre los distintos agrupamientos 
administrativos y aún desajustes de tipo vertical 
dentro de la propia escala. Finalmente, corresponde el 
fortalecimiento institucional del sistema de planificación 
de recursos humanos de la administración pública. Esta 
responsabilidad recae actualmente en la Dirección 
General de la Carrera Administrativa (DIGECA), unidad 
que debería ser revitalizada en cuanto a sus mandatos y 
objetivos de gestión.    

La profesionalización administrativa también puede 
fortalecerse mediante acciones ad-hoc. Además de 
las medidas de corte general que apuntan a la médula 
de la carrera administrativa, caben acciones adicionales 
que con el diseño adecuado también permiten una 
mejor gestión pública. En el ámbito de los Ministerios 
sectoriales y en función de los planes que llevan a 
cabo pueden implementarse cursos de capacitación 
y programas de formación de cuadros jerárquicos. 
Asimismo, cabría considerar la creación de una escuela 
de gobierno destinada a brindar las formaciones 
básicas con acreditaciones habilitantes para ocupar las 
posiciones gerenciales dentro de la administración.
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5.8.7 Descentralización.
El gobierno se propone mejorar la gestión pública local, 
sin que ello implique por el momento transferencias 
costos fiscales adicionales para el Gobierno Central. La 
propuesta consiste en la aplicación de la Ley 37, previa 
realización de algunas adecuaciones administrativas y 
reglamentarias.

La Ley 37 de 29 de junio de 2009 que Descentraliza 
la Administración Pública es la norma que desarrolla el 
artículo 233 de la Constitución, organizando el proceso 
de descentralización y el traspaso de competencias y 
recursos hacia el gobierno local.  La implementación de 
esta Ley fue suspendida mediante la Ley  77 de 27 de 
noviembre del 2009  hasta el 30 de junio del 2014.  En 
la actualidad la misma se encuentra vigente, pero existe 
la intención por parte del gobierno central de realizarle 
algunos cambios antes de iniciar su implementación. 
Los cambios más relevantes que se plantean son los 
siguientes:

■■ Se elimina la Autoridad Nacional de 
Descentralización adscrita al Ministerio 
de la Presidencia y se crea la Secretaría de 
Descentralización y Desarrollo de Gobiernos 
Locales, adscrita al Ministerio de Gobierno.

■■ Se da mayor relevancia a la participación de las 
gobernaciones (nivel intermedio) en el proceso 
de descentralización, teniendo ellos ahora la 
responsabilidad de coordinar a nivel regional.

■■ Se elimina el Programa de Inversión de Obras 
Públicas y de Servicios de la Provincia y se crea 
el Fondo de Inversión de Obras Públicas y de 
Servicios del Municipio, con este las transferencias 
del Gobierno Central serán transferidas en 
forma directa a los municipios, sin que el nivel 
provincial  pueda absorber un porcentaje de dichas 
transferencias. 

■■ Dicho Fondo estará conformado en su patrimonio 
con los recursos provenientes del PRONADEL, 
Transferencias de Capital del Gobierno Central, 
Fideicomisos, Préstamos, donaciones y cualquier 
otro recurso que permita asignación directa a 
inversiones en las jurisdicciones distritales. 

■■ Se limitan las posibles transferencias de 
competencias en materia de salud y educación 
a únicamente las funciones relacionadas a la 
infraestructura escolar, equipamiento y dotación de 
insumos básicos. 

■■ Se fortalece la participación ciudadana mediante la 
inserción de la figura de la Auditoria Ciudadana.

■■ Se define que los impuestos de bienes inmuebles 
y el de alojamiento serán transferidos a los 
Municipios como fuente de financiamiento para los 
servicios del mismo al territorio donde los mismos 
son generados.

■■ El Ministerio de Economía y Finanzas realizará 
inicialmente la gestión de cobro del Impuesto de 
Bienes Inmuebles y lo transferirá a los municipios, 
mientras estos preparen y adecuen su catastro 
para el cobro correspondiente. El mecanismo de 
transferencia será diseñado de manera que resulte 
fiscalmente neutro para el gobierno central. El 
MINGOB coordinará con el Registro Público y con 
la Autoridad Nacional de Tierras la forma en que se 
gestionará el catastro en las jurisdicciones locales.

■■ El Programa Nacional de Desarrollo Local 
(PRONADEL), actualmente adscrito al Ministerio 
de Economía y Finanzas pasará al Ministerio de 
Gobierno, con todas sus competencias y recursos. 

■■ El escenario en el que esta descentralización se da  
incluye un total de 77 municipios, de los cuales 53 
(69%) son subsidiados por el Gobierno Central, es 
decir estos municipios no son capaces por sí solos de 
generar los recursos necesarios para siquiera pagar 
la planilla de sus empleados.  En el Diagnóstico de 
Capacidades Locales (2008) se realizó la medición 
de 35 municipios del país, con el fin de determinar 
el estado de la capacidades de gestión desde el 
punto de vista de planificación y territorial, fiscal y 
financiero, administrativo, provisión de servicios y 
gestión política; dicha medición mostró que la gran 
mayoría de los municipios se encontraban en un 
nivel medio a bajo en sus capacidades y que sólo 
dos municipios se encontraban en un nivel alto de 
capacidades.

5.8.8 Impartición de Justicia y Seguridad.
Necesidad de mejorar la impartición de justicia. Es sabido 
que la institucionalidad panameña en materia judicial 
exhibe debilidades, las cuales tienen impactos sobre 
el clima de negocios y también sobre la gobernabilidad 
democrática. Respecto de lo primero, la independencia 
del poder judicial es uno de los indicadores que 
componen el pilar institucional del World Economic 
Forum. Según los últimos datos disponibles (2013-
2014), Panamá ocupaba el ránking 116 para un total 
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de 144 países. Este registro ubica al país por detrás de 
otras economías de la región: Guatemala 105, Honduras 
114.31

Por otro lado, la impartición de justicia también es clave 
para la seguridad ciudadana, dado que se complementan 
mutuamente. Si bien Panamá es considerado uno de 
los países más seguros del continente, es necesario 
prestar atención a la cambiante realidad en el ámbito 
interno.32Las cifras del Sistema Nacional Integrado de 
Estadísticas Criminales muestran la reducción de las 
tasas de delitos de alto impacto, pero también el alza 
de otros, como el robo con arma de fuego (en buena 
medida asociado a la actividad del tráfico de drogas, 
que aumenta la circulación de armas). Ello pone a 
Panamá con una tasa de homicidios de 18 por cada 
100 mil habitantes en 2012, con una población cercana 
a 4 millones de habitantes y 27 mil agentes de policía 
en activo. Costa Rica, por tener una referencia, posee 
una tasa de 8 homicidios por cada 100 mil habitantes, 
respecto a una población de aproximadamente 5 
millones y 15 mil agentes de policía. 

Enfrentar esta situación supone alcanzar una mayor 
capacidad instalada en Panamá para la gestión de la 
seguridad ciudadana, con un enfoque de derechos 
basado en la prevención de violencia y el delito mediante 
dos líneas de intervención: 1) Prevención social de 
la violencia y el delito y 2) Desarrollo de capacidades 
institucionales.  

Prevención social de la violencia. En primer lugar, esto 
implica poner en ejecución una política de seguridad 
que contenga acciones sustantivas de mitigación 
del delito antes de que se produzca. Capacidad para 
anticipar nuevos delitos y evitar así el ingreso de los 
jóvenes a carreras criminales, así como en la reinserción 
de quienes han sido condenados, pero también a la 
persecución eficaz y oportuna de los crímenes que se 
han cometido, particularmente de aquellos que generan 
más daño a la sociedad en su conjunto. El desarrollo 
gradual de una policía próxima a las comunidades 
locales es un ingrediente eficaz para este propósito. 

La prevención del delito exige contar con una estrategia 
integral. El gobierno ha examinado Estrategia País de 
Seguridad Ciudadana (EPSC), elaborada en 2012 y 
considera oportuno continuar con su implementación. 
Trata este aspecto de forma integral, involucrando 
la participación de Ministerios como el de Seguridad 
31 The Global Competitiveness Index Historical Data Set, 2005-2014, World 
Economic Forum.
32 De acuerdo a los datos del Informe Barómetro de 2012, Panamá es el país 
que muestra menor incidencia de hogares afectados por delitos, para una 
muestra total de 26 países. 

Pública, de Gobierno, de Educación, de Salud, de 
Desarrollo Social, Ministerio Público, de Trabajo 
y Desarrollo Laboral y Ministerio de Economía y 
Finanzas; la Autoridad de la Micro, Pequeña y Mediana 
Empresa, el Órgano Judicial, el Instituto de la Mujer, 
la Secretaria Nacional de la Niñez, Adolescencia y 
Familia, Pandeportes, y los municipios de Panamá, San 
Miguelito, Arraiján, David, La Chorrera y Colón, donde 
las actividades delictivas se encuentra más focalizadas. 
Todas ellas se encuentran agrupadas en la Red 
Interinstitucional de Intervención para la Prevención, 
que ha puesto en marcha el actual Gobierno.

Sistema penal acusatorio para remediar la sobrepoblación 
penal. En segundo lugar, otro de los nudos críticos que 
enfrenta el Estado panameño es la sobrepoblación 
penal y el hacinamiento en los recintos penales de 
adultos y de menores (posee una de las tasas de 
encarcelamiento más altas de la región, con  411 cada 
100 mil Hab). En este sentido, el lento proceso judicial 
implica pasar largos periodos en prisión preventiva a 
la espera de juicio (el 64,8% de las personas privadas 
de libertad no ha sido condenado, cifra que supera 
ampliamente el promedio latinoamericano de 41%).
La descomprensión del sistema carcelario es compleja 
y requiere mayor capacidad de reclusión y sobre todo 
mejores condiciones para que las personas privadas de 
libertad. Para ello, el presupuesto necesario debe llegar 
a los Servicios Penitenciarios y Custodia de Menores y 
sobre todo mejores Centros Penitenciarios orientados a 
atender integralmente a los penados para su reinserción 
social y rehabilitación.

Los lineamientos anteriores se refieren al funcionamiento 
de la institucionalidad en el ámbito público. Este es un 
ingrediente esencial para establecer un clima apropiado 
y moderno para la desarrollo del sector privado. En cada 
sector de actividad, las políticas del gobierno habrán 
de estar orientadas a brindar señales al sector privado 
para que éste también se desenvuelva con prácticas 
e instituciones ágiles y propias de una economía que 
procura mejorar su competitividad, encontrando para 
ello los espacios de alianza que permitan una acción 
conjunta para alcanzar objetivos de desarrollo mayores. 

Con el propósito que la calidad y transparencia de las 
instituciones panameñas alcancen el nivel compatible 
con sus aspiraciones de competitividad global, el 
Gobierno entiende que el programa de adecuación 
a las normas y estándares internacionales en materia 
financiera y tributaria son parte integrante de dicho 
proceso de modernización. El PEG se propone avanzar 
hacia dichos estándares no sólo por el hecho que 
Panamá es una economía abierta y competitiva, sino 
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porque además el país es consciente de las obligaciones 
y beneficios de trabajar en el concierto de los esfuerzos 
multilaterales en este respecto. En otros términos, 
el Gobierno interpreta los progresos en este frente 
no como una renuncia a prácticas establecidas, sino 
como una decisión soberana destinada a fortalecer 

instituciones y el desarrollo de todos los panameños. Es 
por ello que se adoptarán las reformas necesarias para 
erradicar las objeciones que todavía ubican al país en la 
“lista gris”.

1.	 MEDIDAS DE REFORMA DEL ESTADO

SERVICIO CIVIL Profesionalización del servicio público revisando condiciones de acceso y continuidad en base a  concurso y en base al mérito (revisión de la LEY 
43 DE 2009. 12 de octubre de 2009 que reforma la ley 9 de 1994, que desarrolla la carrera administrativa, y la ley 12 de 1998, que desarrolla la carrera del servi-
cio legislativo, y dicta otras disposiciones). 

Descentralización del gobierno Implementación de la Ley 37 de 29 de junio de 2009 que descentraliza la Administración Pública, y desarrollando un plan integral 
para el fortalecimiento de las capacidades institucionales de los gobiernos locales

Reforma electoral Garantizar con la reforma del Código Electoral el acceso en condiciones de igualdad a los medios de comunicación y al financiamiento de cam-
pañas

2.	 MODERNIZACIÓN DE LA GESTIÓN PÚBLICA

ü	 Facilitación de trámites (Ventanilla Única)

ü	 Implantar mecanismos de Gobierno Electrónico

ü	 Aprobación y reglamentación de Ley de Inversión Pública y puesta en marcha del Presupuesto por Programas

3.	 MEDIDAS EN MATERIA DE JUSTICIA Y SEGURIDAD

TRANSPARENCIA

ü	 Mecanismos periódicos y eficientes de rendición de cuentas por parte de las entidades públicas

ü	 Fortalecimiento del Control Interno Gubernamental

ü	 Un sistema público de compra y contratación abierto, competitivo y transparente,  con monitoreo público

ü	 Promoveremos una mayor participación de las organizaciones de la sociedad civil (observatorios ciudadanos) en el diseño, implementación y evaluación de 
las políticas públicas

JUSTICIA

ü	 Fortalecimiento del Órgano Judicial y el Ministerio Público. Proyecto de Ley No.44 que regula la Carrera Judicial

ü	 Reactivación del Pacto de Estado por la Justicia

ü	 Separar la función de administrar justicia de la función de administrar los despachos judiciales

ü	 Juzgados de Paz como y se fortalecimiento del  servicio de defensa pública de oficio y de protección a las víctimas

ü	 Mejorar los mecanismos de nominación, calificación y selección de jueces, los sistemas de administración de casos, capacitación judicial, administración y 
resolución de conflictos

ü	 Implementación plena del Sistema Penal Acusatorio

SEGURIDAD

ü	 Puesta en marcha de los Programas “Más Oportunidades” y “Mano Firme” para prevenir y combatir la delincuencia

ü	 Aprobar Ley de Seguridad Ciudadana, creación del Sistema de Seguridad Ciudadana y del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana. Complementaria-
mente, crear la Comisión Permanente de Seguridad Pública y Asuntos Relacionados con el Delito en la Asamblea Nacional

ü	 Aplicar marco de protección de la Ley 38 de 2001, que Reforma  y adiciona artículos al Código Penal y al Judicial, Sobre Violencia Domestica y Maltrato al 
Niño, Niña y Adolescente

ü	 Derogación de la ley 74 del 29 de octubre del 2010 que prohíbe la detención de policías involucrados en casos de abuso policial

ü	 Modificación el artículo 170 del Código Penal, adicionado por la Ley 14 del 2010, para que no continúe criminalizando la protesta pública,

ü	 Revisión de la Ley N° 31 de 28 de mayo de 1998, De la Protección a las víctimas del Delito
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6 Las Proyecciones Fiscales 
2015-2019

La Estrategia Económica y Social que contiene el Plan 
Estratégico de Gobierno para el periodo 2015–2019 se 
complementa y se enmarca en las Proyecciones Fiscales 
que elabora el Ministerio de Economía y Finanzas. Según 
se establece en el artículo 18 de la Ley 34 de junio 
de 2008, de Responsabilidad Social Fiscal, elaborará 
y publicará, durante el primer cuatrimestre de cada 
año, las proyecciones macroeconómicas, incluyendo 
los supuestos en que se basan. Estas proyecciones 
serán válidas para los siguientes cinco años. En dichas 
proyecciones se establece el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo para el Sector Público No Financiero, del cual se 
calcula el Gasto de Inversión posible para el periodo. 
Dicha cantidad ha de servir de referencia para los 
Programas y Proyectos contenidos en el PEG, de forma 

que se cumplan  los límites que establece la ley Nº 34 
de junio de 2008 de responsabilidad Social Fiscal y sus 
modificaciones, referidos a los niveles de déficit público 
y de deuda. 

Para la elaboración del PEG 2015–2019 se han tenido 
en cuenta las Proyecciones Fiscales vigentes, aprobadas 
en el Decreto de Gabinete Nº 21, de 15 de abril de 
2014, que aprueba el Marco Fiscal de Mediano Plazo 
del Sector Público No Financiero para el periodo 
2015-2019. En el mismo se establecen los siguientes 
supuestos macroeconómicos, denominados Partidas 
Informativas, que aparecen recogidas en el siguiente 
cuadro:

PARTIDAS INFORMATIVAS 2015 2016 2017 2018 2019

PIB (millones Balboas) 52,565 57,941 63,867 70,399 77,225

Crecimiento del PIB Real (%) 6.5% 6.5% 6.5% 6.5% 6.5%

Inflación (%) 4.0% 3.5% 3.5% 3.5% 3.0%

Contribuciones de la ACP (millones de Balboas) 960 1,000 1,530 1,830 1,930

Contribuciones de la ACP (en % PIB) 1.8% 1.7% 2.4% 2.6% 2.5%

Deuda del SPNF (en millones Balboas) 20,129 22,291 23,796 24,903 26,126

Deuda SPNF (en % PIB) 38.3% 38.5% 37.3% 35.4% 33.8%
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MARCO FISCAL DE MEDIANO PLAZO para el  SECTOR PUBLICO NO FINANCIERO

 AÑOS  2015 AL 2019

(En millones de Balboas)

Detalle 2015 2016 2017 2018 2019

INGRESOS TOTALES 10,774 11,698 13,132 14,443 15,448

Ingresos Corrientes Gobierno General 10,646 11,554 12,975 14,272 15,266

Gobierno Central 7,307 8,024 9,205 10,244 11,058

Caja Seguro Social 3,129 3,298 3,515 3,746 3.899

Agencias Consolidadas 210 232 255 282 309

Balance Operacional de las Empresas Públicas 128 144 157 171 182

Agencias No consolidadas y Otros 0 0 0 0 0

Ingresos de Capital 0 0 0 0 0

GASTOS TOTALES 12,705 13,595 14,476 15,429 16,605

Gastos Corrientes del Gobierno General 8,913 9,679 10,615 11,579 12,537

Gastos Corrientes (excluye pago intereses) 7,809 8,423 9,204 10,040 10,874

Gobierno Central 4,557 4,779 5,154 5,633 6,086

Caja del Seguro Social 2,987 3,352 3,729 4,053 4,400

Agencias Consolidadas 265 292 321 354 388

Intereses 1,104 1,256 1,411 1,539 1,663

Gastos de Capital 3,792 3,916 3,861 3,850 4,068

(% PIB) 7.2% 6.8% 6.0% 5.5% 5.3%

AHORRO CORRIENTE DEL GOBIERNO GENERAL 1,733 1.875 2.360 2,693 2,729

% del PIB 3.3% 3.2% 3.7% 3.8% 3.5%

AHORRO CORRIENTE DEL SPNF 1,861 2,019 2,517 2,864 2,909

% del PIB 3.5% 3.5% 3.9% 4.1% 3.8%

BALANCE PRIMARIO -827 -641 67 553 506

% del PIB -1.6% -1.1% 0.1% 0.8% 0.7%

BALANCE TOTAL (base caja) -1,931 -1,897 -1,344 -986 -1,157

% del PIB -3.7% -3.3% -2.1% -1.4% -1.5%

Aporte (+) / Ajuste (-) al FAP -880 -1,028 -705 -634 -773

% del PIB -1.7% -1.8% -1.1% -0.9% -1.0%

BALANCE TOTAL AJUSTADO (base caja) (*) -1,051 -869 -639 -352 -386

% del PIB -2.0% -1.5% -1.0% -0.5% -0.5%

(*) Si la contribución de la ACP es MENOR a 3,5% del PIB, Balance Total Ajustado = Balance Total - (Contribución ACP-3,5%)

Si la contribución de la ACP es MAYOR a 3,5% del PIB, Balance Total Ajustado = Balance Total - Aporte al FAP

Basado en dichas cifras, se cuenta con un Marco Fiscal 
para el Sector Público No Financiero y para el Gobierno 

Central que se recoge en los siguientes cuadros:
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MARCO FISCAL DE MEDIANO PLAZO para el GOBIERNO CENTRAL

AÑOS  2015 AL 2019

(En millones de Balboas)

Detalle 2015 2016 2017 2018 2019

INGRESOS TOTALES 7,408 8,143 9,355 10,424 11,278

Ingresos Corrientes 7,408 8,143 9,355 10,424 11,278

Tributarios 5,504 6,101 6,694 7,339 8,012

Directos 2,907 3,262 3,596 3,963 4,348

Indirectos 2,597 2,839 3,098 3,376 3,664

No Tributarios 1,904 2,042 2,661 3,085 3,266

Ingresos de Capital

GASTOS TOTALES 9,595 10,172 10,755 11,514 12,558

Gastos Corrientes 6,284 6,729 7,357 8,121 8,843

Servicios Personales 2,205 2,397 2,605 2,831 3,072

Bienes y Servicios 736 811 958 1.056 1,158

Transferencias 2,073 2,090 2,198 2,490 2,725

Intereses de la Deuda 1,100 1,251 1,406 1,534 1,658

Otros 170 180 190 210 230

AHORRO CORRIENTE 1,124 1,414 1,998 2,303 2,435

% PIB 2.1% 2.4% 3.1% 3.3% 3.2%

Gastos de Capital 3,311 3,443 3,398 3,393 3,715

% PIB 6.3% 5.9% 5.3% 4.8% 4.8%

BALANCE PRIMARIO -1,087 -778 6 444 378

% PIB -2.1% -1.3% 0.0% 0.6% 0.5%

BALANCE TOTAL (base caja) -2,187 -2,029 -1,400 -1,090 -1,280

% PIB -4.2% -3.5% -2.2% -1.5% -1.7%

Finalmente, las Proyecciones Financieras establecen el nivel de endeudamiento previsto, según las siguientes 
cantidades.

DEUDA PUBLICA para el  SECTOR PUBLICO NO FINANCIERO
AÑOS  2015 AL 2019 

(En millones de Balboas)

2015 2016 2017 2018 2019

Servicio de la Deuda 1,689 1,286 1,225 2,086 1,058

Intereses 839 808 795 754 718

Amortización 850 478 430 1.332 340

Saldo de la Deuda Pública 20,129 22,291 23,796 24,903 26,126

% del PIB 38.3% 38.5% 37.3% 35.4% 33.8%
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A la vista de este Marco Fiscal, la capacidad inversora 
del SPNF para el próximo quiquenio está directamente 
relacionada con la  capacidad del país para generar ahorro 
corriente y cubrir las necesidades restantes en base a 
financiamiento externo. En definitiva, para generar un 
CAPEX1 suficiente que financie el Programa de Inversión 
del Gobierno, de las Instituciones Descentralizadas y de 
las Empresas Públicas. Según las proyecciones fiscales 
existentes, la cifra disponible resultante es de 19,487 
millones de Balboas para todo el periodo. Este dato 
deberá ser ajustado una vez se elabore el nuevo Marco 
Fiscal, previsto para abril de 2015. En ese momento se 
establecerán los nuevos valores referidos a las partidas 
informativas (crecimiento del PIB real y dato de la 
inflación para el quinquenio), así como el conjunto de 
supuestos que sustentan la evolución prevista de los 
ingresos y gastos corrientes. Por el momento, se utilizan 
las cifras oficiales existentes, que serán revisadas una 
vez se concrete el nuevo marco de referencia. 

Sobre esta base, se tiene en cuenta un factores que 
afecta a la capacidad inversora del SPNF para los 
próximos cinco ejercicios. Se trata de la cobertura de 
pagos correspondientes a ejercicios anteriores que, por 
diferimiento de los compromisos o por el propio desarrollo 
de los proyectos de infraestructura contratados, implican 
desembolsos en el nuevo periodo de Gobierno. En este 
sentido, según los datos disponibles hasta diciembre de 
2014, los compromisos existentes son los siguientes:

(millones de 
Balboas) 2015 2016 2017 2018 2019 TOTAL

TOTAL 1,416.8 736.7 356.5 285.9 285.9 3,081.8

SUBTOTAL 
PAGOS 
DIFERIDOS

585.0 541.9 285.9 285.9 285.9 1,984.6

SUBTOTAL DE 
FACTORING 247.7 70.5 70.5 0.0 0.0 388.7

SUBTOTAL 
LLAVE EN 
MANO

584.2 124.3 0.0 0.0 0.0 708.5

Fuente: Contraloría General de la República, Dirección 
General de Tesorería y las entidades contratantes.
34 El término CAPEX hace referencia a Gasto de Capital, abreviado 
de “Capital Expenditure” en idioma inglés.

Dichas cantidades permitirán sufragar diversas obras 
relacionadas con el sector Salud (principalmente la 
construcción y equipamiento de MINSA-CAPSI y 
Hospitales), la conclusión de obras de infraestructura 
vial, y proyectos especiales como el Centro de 
Convenciones, las Ciudades Deportivas de David y 
Colón o la Ciudad de las Artes, entre otros.

Teniendo en cuenta este factor, se puede realizar un 
análisis de las disponibilidades reales (sujetas en cualquier 
caso a la revisión del Marco Fiscal en abril del presente 
año) para acometer nuevos proyectos de infraestructura 
y de inversión social en el periodo de Gobierno. Un 
cálculo básico en función de las disponibilidades y 
los compromisos se recoge en el siguiente cuadro. El 
resultado arroja una cifra de casi 16,500 millones de 
Balboas entre 2015 y 2019, siempre basado en las 
proyecciones financieras existentes para el periodo.

(Millones de      
Balboas) 2015 2016 2017 2018 2019 TOTAL

(+) CAPEX SPNF (a) 3,792 3,916 3,861 3,850 4,068 19,487

(-) Compromisos 
Inversión (b) 1,416.8 736,7 356.5 285,9 285,9 3,081.8

(=) CAPEX            
disponible (c) 2,375.2 3,179,3 3,504.5 3,564.1 3,782,1 16,405.2

(a)	 Montos de Inversión del SPNF según Marco Fiscal 
vigente. Fuente: MEF. 

(b)	 Erogaciones de capital para la atención de las 
obligaciones de los Proyectos que implican 
periodificación de pagos. Fuente: Dirección de 
Políticas Públicas, MEF.

(c)	 Gastos de Capital disponible para atender los 
proyectos en ejecución y los proyectos nuevos. 



131
2015-2019

La Ley 34 del año 2008, de Responsabilidad Social 
Fiscal (LRSF), establece en su artículo 16 la necesidad 
de elaborar “un plan de inversiones públicas indicativo 
a cinco años” (PQI) como parte del Plan Estratégico de 
Gobierno (PEG) que se debe presentar al inicio de cada 
administración. Dicha Ley se reglamenta con el Decreto 
50, de junio de 2009, estableciendo que el responsable 
de elaborarlo, al igual que el PEG, es el MEF. En dicha 
elaboración participa activamente la Dirección de 
Programación de Inversiones (DPI) y la Dirección de 
Presupuesto de la Nación (DIPRENA).

Por otra parte, el Sistema Nacional de Inversiones 
Públicas (SINIP) fue creado en diciembre de 2001 por 
el Decreto Ejecutivo 148. En dicha norma se define 
como “un conjunto de políticas, normas, procesos, 
metodologías y sistemas de información para la 
formulación, evaluación, capacitación y seguimiento 
de los proyectos de inversión del sector público”. Le 
confiere a la Dirección de Programación de Inversiones 
(DPI) del MEF la coordinación del sistema con la 
finalidad “que se logre una asignación presupuestaria 
conveniente, dentro de la elaboración del anteproyecto 
del presupuesto de inversiones de cada institución 
pública”. Por lo tanto, la labor de la DPI y el SINIP 
constituyen el principal mecanismo estatal que reúne 
y organiza la información sobre las inversiones del 
sector público. Sobre la Dirección del MEF recaen 
las tareas técnicas y organizativas de preparación del 
Plan Quinquenal de Inversiones (PQI). Dicho Plan es 
revisado anualmente, entre febrero y abril, de forma que 
se actualice la previsión de inversión del quinquenio. 
En estos momentos, la DPI del MEF cuenta con una 
Programación de inversiones que abarca el periodo 
2014 – 2018.

Conceptualmente, el Plan Quinquenal que se propone 
está sustentado en la propuesta de Estrategia 
Económica y Social que contiene el PEG. Utiliza las 
prioridades consignadas en la misma, así como las metas 

y acciones establecidas para el quinquenio en cada uno 
de los programas. Junto a ello, el Plan de Inversiones 
está enmarcado en  las proyecciones financieras para el 
periodo 2015 – 2019 que establecen la disponibilidad 
de gasto de capital para cada ejercicio. Se trata en 
todo caso de un PLAN INDICATIVO que recoge a 
inicio del periodo la asignación de fondos de inversión 
a las instituciones y a los programas prioritarios que 
establece el Gobierno. Dichas cifras han de orientar 
las propuestas pero podrán sufrir modificaciones en 
función de la factibilidad de los proyectos identificados, 
de la formulación que finalmente se haga de los mismos 
y de la disponibilidad financiera para llevarlos a cabo.

7.1 La Composición del Plan 
Quinquenal Indicativo de Inversión 
2015 – 2019

De manera general, el PQI debe apuntar a los dos 
objetivos principales del PEG: favorecer la inclusión 
social y mejorar la competitividad2. Para la orientación 
de la inversión pública en el periodo de vigencia del 
PEG se han tenido metodológicamente en cuenta los 
siguientes aspectos:

■■ Las prioridades gubernamentales, expresadas 
en las metas que la Presidencia de la República 
ha establecido como compromiso de la gestión 
de Gobierno. Dichas metas constituyen un 
conjunto de acciones, programas y ámbitos 
de intervención que han de orientar la gestión 
de las instituciones del Sector Público No 
Financiero. Estas prioridades, agrupadas en 14 
grandes METAS INSIGNIAS contemplan tanto 
la realización de proyectos de infraestructura 
como la transferencia corriente a personas físicas 

35Está previsto hacer un seguimiento de los proyectos de manera de identificar 
las contribuciones de los mismos respecto de uno y otro objetivo. Para ello 
se pondrá en marcha un Sistema de Información gestionado por el MEF que 
permita el monitoreo constante tanto de los resultados como de la ejecución 
financiera.

7 EL PLAN QUINQUENAL 
INDICATIVO DE INVERSIONES 
PÚBLICAS
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y jurídicas. En lo que respecta al primero de los 
grupos, existe una previsión en base a sectores, 
programas y montos estimados. 

■■ El enfoque sectorial que está implícito en la 
Estrategia Económica y Social del Gobierno, 
y que permite la asignación de recursos por 
ámbitos de desarrollo3 utilizando la asignación a 
sectores y subsectores que en estos momentos 
utiliza la Dirección de programación de 
Inversiones del MEF. Ello permitirá, además,  
la efectiva articulación de esfuerzos entre las 
distintas instituciones con responsabilidad en 
cada materia. Si bien el ejercicio presupuestario 
anual desemboca en una asignación de fondos 
por institución, es preciso mantener una clara 
trazabilidad de la inversión respecto de las 
metas y resultados que el país se ha marcado 
para el quinquenio. En este sentido, el proceso 
de elaboración de los Planes Institucionales que 
se realiza en los meses siguientes a la entrada 
en vigor de este PEG ha de definir su grado de 
contribución a las grandes metas presidenciales 
y a los resultados propios de cada dependencia, 
en un plano de estrecha coordinación en el 
seno de los distintos sectores. De esta forma 
se optimizarán los esfuerzos inversores y se 
asegurará el alineamiento hacia los mismos 
objetivos medibles y cuantificables.

■■ La base de datos de Programas y Proyectos que 
posee el MEF, y que surge de la formulación 
que cada Institución que forma el SPNF realiza 
a través de la herramienta denominada Banco de 
Proyectos y del Sistema Nacional de Inversión 
Pública (SINIP). Dicha cartera se compone 
actualmente de más de 2.400 registros, que 
representan en distintos tipologías de acción 
(desde acciones puntuales hasta Programas 
compuestos por diversos proyectos). Ha sido 
preciso tener en cuenta en el análisis el conjunto 
de proyectos que provienen de la gestión 
gubernamental anterior, y que tendrá un efecto 
significativo sobre la disponibilidad de recursos 
de inversión en los primeros años del quinquenio. 
Dichas obligaciones, como establece el Decreto 
50, han de ser tenidas en cuenta en primer lugar 
a la hora de establecer el PQI que acompaña al 
PEG.

3 Se tendrán por tanto en cuenta las cinco áreas de inversión que contribuyen 
a los objetivos del PEG: la diversificación y modernización de los sectores 
productivos; mejora de la calidad de vida; la generación de capacidades 
humanas; infraestructuras; y la gestión del ambiente y el territorio.

■■ En este sentido, se analiza igualmente la 
cartera existente desde dos puntos de vista. 
El primero referido a la actualización de la 
estructura programática de las diferentes 
instituciones, en base al Proyecto de Ley de 
presupuestos 2015. Esta estructura se utiliza 
como base de la proyección hasta 2019. El 
segundo de los factores se relaciona con la 
identificación de proyectos de infraestructura 
y de “inversión social”, tal y como cataloga la 
DPI/MEF el gasto de capital disponible. Ello 
implica determinar exactamente cuántos 
recursos existen disponibles para llevar 
adelante los diferentes proyectos.

■■ Igualmente es preciso tener en cuenta la 
diferencia existente entre lo formulado en 
el presupuesto, las modificaciones que se 
producen todos los años, lo que realmente 
se llega a comprometer y lo que finalmente 
se paga. La lectura del Plan Quinquenal 
Indicativo difiere según los casos. Debe ser, 
a pesar de ello, el instrumento fundamental 
para orientar la asignación de fondos que se 
realiza en cada ejercicio presupuestario.

■■ El grado de concreción de los programas 
y proyectos, expresados en la existencia 
de estudios y diseños previos que permitan 
valorar su viabilidad técnica y su impacto socio-
económico. Si bien la obligatoriedad de realizar 
estudios de pre-inversión no ha sido atendida 
en todos los casos, el análisis realizado por la 
empresa con cada una de las instituciones de 
Gobierno ha permitido comprobar el grado de 
concreción que tienen las iniciativas de inversión 
existentes. La reciente modificación de la Ley 34, 
a través de la aprobación de la Ley 91, refuerza 
aún más la necesidad y exigencia de contar con 
estos análisis previos.

■■ En lo que respecta a las metas presidenciales, 
se ha realizado un análisis de los proyectos 
presentados por las Instituciones y que están 
previendo ejecutar. Los cuadros siguientes 
recogen la distribución por sectores e 
instituciones, asi como las asignaciones 
preliminares a las diferentes Metas 
establecidas por el Gobierno para el nuevo 
periodo.

■■ Finalmente, en la propuesta que se presenta se ha 
tenido en cuenta el marco fiscal proyectado. En 
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él se recogen los montos de inversión disponibles 
para el periodo, considerando la disponibilidad 
de recursos, las obligaciones contraídas y los 
límites de endeudamiento que marca la LRSF. 
Dichas cantidades se asumen como guía, 
si bien se podrían producir incrementos de 
disponibilidad en caso de que mejoren los ritmos 
de crecimiento, o en el caso de que se pongan 
en marcha medidas de racionalización de la 
estructura del sector público y de los niveles de 
gasto corriente existentes.

Con estos antecedentes, los montos considerados 
se recogen en el siguiente conjunto de cuadro, que 
contienen:

→→ LA DISTRIBUCIÓN DE LA INVERSIÓN PÚBLICA 
SEGÚN ÁREAS DE PRIORIDAD DEL PLAN 
ESTRATÉGICO DE GOBIERNO.

→→ LA DISTRIBUCIÓN DE LA INVERSIÓN PÚBLICA 
SEGÚN SECTORES Y SUBSECTORES UTILIZADOS 
POR EL MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS

→→ LA DISTRIBUCIÓN DE LA INVERSIÓN PÚBLICA 
SEGÚN INSTITUCIONES QUE FORMAN PARTE DEL 
SECTOR PÚBLICO NO FINANCIERO

→→ EL DETALLE DE FINANCIACIÓN DE METAS INSIGNIA 
Y PROYECTOS EMBLEMÁTICOS DEL GOBIERNO 
DEL PRESIDENTE VARELA
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PLAN DE INVERSIÓN QUINQUENAL INDICATIVO 2015-2019

DISTRIBUCIÓN DE LA INVERSIÓN PÚBLICA SEGÚN ÁREAS DE PRIORIDAD DEL PLAN                                           
ESTRATÉGICO DE GOBIERNO

(en miles de Balboas)

ÁMBITO DE 
ACTUACIÓN PEG

LÍNEA DE 
INTERVENCIÓN 2015 2016 2017 2018 2019 TOTAL %

DESARROLLO 
ECONÓMICO 
Diversificación y 
productividad de la     
base económica

→→ Logística (*) 821,475.1 833,846.6 504,115.2 550,072.0 568,075.0 3,277,584.1 16.8%

→→ Agricultura 211,570.6 166,340.6 164,480.9 163,061.0 163,908.9 869,362.0 4.5%

→→ Turismo 42,517.2 37,965.0 58,615.0 38,615.0 44,315.0 222,027.2 1.1%

 TOTAL 4,368,973.4 22.4%

DESARROLLO SOCIAL 
Mejora de la calidad      
de vida

→→ Agua y Saneamiento 649,978.7 663,386.1 770,376.7 758,344.9 844,681.7 3,686,768.2 18.9%

→→ Aseo Urbano 21,019.9 16,817.8 14,217.8 12,017.8 10,200.0 74,273.3 0.4%

→→ Vivienda 247,299.4 217,144.7 331,903.7 332,701.8 327,447.5 1,456,497.2 7.5%

→→ Transporte Urbano 448,535.0 651,880.7 775,523.8 666,681.3 667,765.4 3,210,386.4 16.5%

→→ Sanidad 454,893.4 361,244.2 246,984.3 249,215.0 322,815.0 1,635,152.0 8.4%

→→ Transferencias 193,432.9 246,463.3 297,501.5 331,624.7 331,358.4 1,400,380.9 7.2%

TOTAL 11,463,458.3 58.8%

DESARROLLO DE LAS 
PERSONAS 
Refuerzo de las 
Capacidades Humanas

→→ Educación Básica 374,337.6 364,774.3 347,603.8 365,446.7 397,021.8 1,849,184.5 9.5%

→→ Formación Técnica 124,779.2 121,591.4 115,867.9 121,815.5 132,340.6 616,394.8 3.2%

TOTAL 2,465,579.4 12.7%

AMBIENTE 
Territorio y 
sostenibilidad 
ambiental

→→ Ordenamiento 
Territorial 1,734.9 4,460.8 4,461.2 5,421.8 5,485.0 21,563.9 0.1%

→→ Gestión Ambiental 15,614.2 40,148.0 40,151.2 48,796.5 49,365.3 194,075.4 1.0%

TOTAL 215,639.4 1.1%

GOBERNABILIDAD 
Fortalecimiento 
Institucional y 
Gobernanza

→→ Reformas 
Institucionales 58,912.2 47,859.2 41,658.4 43,762.5 35,852.5 228,045.0 1.2%

→→ Justicia y seguridad 125,898.9 142,016.7 147,482.7 162,375.0 167,350.0 745,123.4 3.8%

TOTAL 973,168.5 5.0%

TOTALES 3,791,999.6 3,915,940.0 3,860,944.8 3,849,952.1 4,067,982.4 19,486,819.1 100.0%

PROYECCIONES FISCALES 3,792,000 3,916,000 3,861,000 3,850,000 4,068,000 19,487,000

(*) INVERSIONES ASOCIADAS A LA LOGÍSTICA

INFRAESTRUCTURAS 
Conectividad

→→ Carreteras 762,612.9 771,161.5 439,850.2 486,257.0 499,610.0 2,959,491.7 15.2%

→→ Puertos 10,695.5 23,676.4 23,350.0 22,900.0 28,400.0 109,021.9 0.6%

→→ Aeropuertos 6,891.6 4,350.0 4,350.0 4,350.0 4,350.0 24,291.6 0.1%

→→ Energía 7,500.0 13,500.0 15,500.0 15,500.0 15,500.0 67,500.0 0.3%

TOTAL 3,160,305.3 16.2%
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PLAN DE INVERSIÓN QUINQUENAL INDICATIVO 2015-2019

DISTRIBUCIÓN DE LA INVERSIÓN SEGÚN SECTORES Y SUBSECTORES MEF

(en miles de Balboas)

SECTORES 2015 2016 2017 2018 2019 TOTAL % PQI

ÁREA SOCIAL 2,065,741.3 1,991,422.0 2,124,456.1 2,171,166.6 2,365,865.1 10,718,651.3 55.0%

Salud 454,893.4 361,244.2 246,984.3 249,215.0 322,815.0 1,635,152.0 8.4%

Agua Potable 352,523.2 354,904.4 451,895.0 458,500.0 533,550.0 2,151,372.7 11.0%

Saneamiento y Alcantaril-
lado 297,455.5 308,481.7 318,481.7 299,844.9 311,131.7 1,535,395.5 7.9%

Vivienda 247,299.4 217,144.7 331,903.7 332,701.8 327,447.5 1,456,497.2 7.5%

Educación y Cultura 499,116.9 486,365.7 463,471.8 487,262.3 529,362.5 2,465,579.4 12.7%

Transferencias Grupos 
Vulnerables 180,382.9 215,263.3 265,301.5 298,274.7 298,008.4 1,257,230.9 6.5%

Aseo Urbano 21,019.9 16,817.8 14,217.8 12,017.8 10,200.0 74,273.3 0.4%

Trabajo y Protección Social 13,050.0 31,200.0 32,200.0 33,350.0 33,350.0 143,150.0 0.7%

ÁREA ECONÓMICA 287,862.9 225,464.3 244,160.9 222,741.0 228,438.9 1,208,668.0 6.2%

Agropecuario 211,570.6 166,340.6 164,480.9 163,061.0 163,908.9 869,362.0 4.5%

Industria y Comercio 33,775.1 21,158.7 21,065.0 21,065.0 20,215.0 117,278.8 0.6%

Turismo 42,517.2 37,965.0 58,615.0 38,615.0 44,315.0 222,027.2 1.1%

ÁREA 
INFRAESTRUCTURAS 1,236,235.0 1,464,568.7 1,258,574.1 1,195,688.4 1,215,625.4 6,370,691.7 32.7%

Carreteras y obra civil 762,612.9 771,161.5 439,850.2 486,257.0 499,610.0 2,959,491.7 15.2%

Transporte Masivo 448,535.0 651,880.7 775,523.8 666,681.3 667,765.4 3,210,386.4 16.5%

Transporte Marítimo 10,695.5 23,676.4 23,350.0 22,900.0 28,400.0 109,021.9 0.6%

Transporte Aéreo 6,891.6 4,350.0 4,350.0 4,350.0 4,350.0 24,291.6 0.1%

Electricidad 7,500.0 13,500.0 15,500.0 15,500.0 15,500.0 67,500.0 0.3%

ÁREA AMBIENTE 17,349.2 44,608.9 44,612.5 54,218.4 54,850.4 215,639.4 1.1%

               

ÁREA ADMINISTRACIÓN 
Y JUSTICIA 184,811.1 189,875.9 189,141.1 206,137.6 203,202.5 973,168.5 5.0%

Protección Ciudadana y 
Justicia 125,898.9 142,016.7 147,482.7 162,375.0 167,350.0 745,123.4 3.8%

Servicios Generales 58,912.2 47,859.2 41,658.4 43,762.5 35,852.5 228,045.0 1.2%

TOTALES 3,791,999.6 3,915,940.0 3,860,944.8 3,849,952.1 4,067,982.4 19,486,819.1 100.0%

PROYECCIONES             
FISCALES 3,792,000 3,916,000 3,861,000 3,850,000 4,068,000 19,487,000
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PLAN DE INVERSIÓN QUINQUENAL INDICATIVO 2015-2019

DISTRIBUCIÓN DE LA INVERSIÓN SEGÚN INSTITUCIONES

(en miles de Balboas)

INSTITUCIÓN 2015 2016 2017 2018 2019 TOTAL

Ministerio de Obras Públicas 762,612.9 771,161.5 439,850.2 486,257.0 499,610.0 2,959,491.7

Empresa Metro S. A. 278,609.9 503,922.8 727,213.8 628,411.3 533,245.4 2,671,403.4

Ministerio de Salud 482,515.7 443,645.4 345,200.0 205,200.0 280,100.0 1,756,661.2

Ministerio de la Presidencia 323,339.0 218,400.0 255,945.0 252,550.0 357,500.0 1,407,734.1

Ministerio de Vivienda 180,270.0 257,144.7 301,903.7 302,701.8 297,447.5 1,339,467.8

Ministerio de Desarrollo Social 176,680.9 208,579.7 208,609.7 291,459.7 291,268.4 1,176,598.4

IFARHU 234,263.3 215,173.4 213,093.0 236,257.9 236,257.9 1,135,045.5

Ministerio de Educación 131,495.3 203,274.3 212,858.8 244,983.9 292,500.0 1,085,112.4

Ministerio de Economía y Finanzas 238,623.5 153,501.7 162,551.7 201,451.7 201,451.7 957,580.3

Caja de Seguro Social 194,866.0 125,500.0 150,500.0 153,500.0 225,500.0 849,866.0

IDAAN 83,835.4 112,004.4 116,450.0 116,450.0 116,450.0 545,189.8

Ministerio de Gobierno 51,710.0 69,400.0 69,400.0 89,400.0 89,400.0 369,310.0

Ministerio de Desarrollo Agropecuario 99,951.2 61,786.7 62,116.0 60,235.0 59,735.0 343,823.9

Banco de Desarrollo Agropecuario 48,263.3 47,878.9 47,678.9 47,753.9 47,753.9 239,328.9

Autoridad de Turismo de Panamá 42,517.2 37,965.0 58,615.0 38,615.0 44,315.0 222,027.2

Ministerio de Seguridad Pública 32,946.6 40,176.2 45,500.0 40,500.0 50,500.0 209,622.8

Autoridad Nacional del Ambiente 14,411.6 42,219.9 42,439.9 51,780.4 52,780.4 203,632.2

SENACYT 31,235.0 33,233.2 40,630.0 41,250.0 41,250.0 187,598.2

Instituto de Mercadeo Agropecuario 45,100.0 33,275.0 33,925.0 33,925.0 33,925.0 180,150.0

INADEH 28,023.4 30,992.3 30,025.6 30,967.0 29,750.0 149,758.3

Autoridad de la Micro y Mediana Empresa 10,600.0 24,700.0 25,700.0 26,650.0 26,650.0 114,300.0

Autoridad de Tránsito y Transporte Terrestre 36,579.3 22,845.0 18,310.0 18,270.0 17,520.0 113,524.3

Autoridad Marítima de Panamá 10,695.5 23,676.4 23,350.0 22,900.0 28,400.0 109,021.9

Instituto Panameño de Deportes 16,250.0 16,857.5 22,357.5 22,357.5 23,400.0 101,222.5

Órgano Judicial 20,290.0 18,011.0 18,350.0 18,850.0 19,000.0 94,501.0

Autoridad Nacional de Innovación 13,811.0 21,375.0 19,600.0 18,600.0 18,600.0 91,986.0

Instituto Nacional de Cultura 14,679.0 11,960.0 14,960.0 14,960.0 11,900.0 68,459.0

Empresa de Generación Eléctrica 7,500.0 13,500.0 15,500.0 15,500.0 15,500.0 67,500.0

Zona Libre de Colón 17,236.3 10,850.0 10,850.0 10,850.0 10,500.0 60,286.3

Secretaria de la Cadena de Frío 12,416.4 14,000.0 11,000.0 11,000.0 11,000.0 59,416.4

Procuraduría General de la Nación 17,950.0 11,700.8 11,480.8 11,050.0 6,050.0 58,231.7

Autoridad de Aseo 17,100.0 13,000.0 10,500.0 8,000.0 7,500.0 56,100.0

Ministerio de Relaciones Exteriores 10,000.0 9,000.0 7,000.0 8,000.0 8,000.0 42,000.0

Universidad de Panamá 8,481.7 9,657.3 6,649.6 6,649.6 6,649.6 38,087.9

Instituto de Investigaciones Agropecuarias 2,869.2 6,725.0 7,086.0 7,472.1 8,750.0 32,902.3

Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral 2,450.0 6,500.0 6,500.0 6,700.0 6,700.0 28,850.0

Banco Hipotecario Nacional 5,887.0 5,625.0 5,625.0 5,700.0 5,700.0 28,537.0

Tribunal Electoral 7,655.0 7,825.0 4,930.0 4,100.0 4,000.0 28,510.0

Registro Público 2,730.0 4,750.0 6,300.0 8,235.0 6,000.0 28,015.0

Universidad Tecnológica 4,024.0 5,490.0 5,715.0 6,334.6 5,115.0 26,678.6
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INSTITUCIÓN 2015 2016 2017 2018 2019 TOTAL

Autoridad de Aeronáutica Civil 6,891.6 4,350.0 4,350.0 4,350.0 4,350.0 24,291.6

Secretaria Nacional de Discapacidad 2,000.0 5,105.0 5,090.0 5,090.0 5,090.0 22,375.0

Universidad Autónoma de Chiriquí 6,410.2 3,710.0 3,860.0 3,320.0 3,320.0 20,620.2

Agencia Panamá Pacífico 5,763.9 3,350.0 3,350.0 3,350.0 2,850.0 18,663.9

Autoridad de los Servicios Públicos 3,919.9 3,817.8 3,717.8 4,017.8 2,700.0 18,173.3

Hospital Gorgas 3,850.0 4,098.7 3,284.3 2,515.0 2,315.0 16,063.0

Instituto de Seguro Agropecuario 2,970.5 2,675.0 2,675.0 2,675.0 2,745.0 13,740.5

Sistema Estatal de Radio y TV 2,361.0 2,850.0 2,550.0 3,100.0 2,350.0 13,211.0

Asamblea Nacional 5,819.2 1,819.2 1,945.0 1,800.0 1,800.0 13,183.4

Universidad Especializada de las Américas 5,583.0 1,635.0 1,645.0 1,040.0 1,040.0 10,943.0

Ministerio de Comercio e Industria 4,887.8 1,333.7 1,240.0 1,165.0 1,165.0 9,791.5

IPHE 1,630.0 1,700.0 1,700.0 1,500.0 1,400.0 7,930.0

Autoridad de Recursos Acuáticos 1,166.6 1,562.0 1,650.0 1,950.0 1,450.0 7,778.6

Autoridad de Pasaportes de Panamá 2,500.0 900.0 900.0 900.0 900.0 6,100.0

Dirección General de Contrataciones Públicas 3,500.0 1,704.1 300.0 300.0 250.0 6,054.1

Autoridad Nacional de Aduanas 1,275.0 1,700.0 700.0 1,313.0 1,000.0 5,988.0

Universidad Marítima de Panamá 2,500.0 780.0 790.0 760.0 760.0 5,590.0

Contraloría General de la República 1,000.0 910.0 910.0 910.0 910.0 4,640.0

ANATI 1,771.0 827.0 522.6 488.0 620.0 4,228.6

INAMU 1,000.0 778.6 801.8 825.0 750.0 4,155.5

Secretaria Nacional de la Niñez y Adolescencia 702.0 800.0 800.0 900.0 900.0 4,102.0

Lotería Nacional de Beneficencia 2,121.0 450.0 250.0 250.0 250.0 3,321.0

Procuraduría General de la Administración 477.0 477.0 477.0 477.0 350.0 2,258.0

Tribunal de Cuentas 345.7 531.0 373.0 335.0 250.0 1,834.7

Defensoría del Pueblo 349.0 262.0 262.5 262.5 262.5 1,398.7

ACODECO 372.3 250.0 250.0 250.0 250.0 1,372.3

Tribunal Administrativo de Cuentas 200.0 200.0 200.0 200.0 200.0 1,000.0

Fiscalía de Cuentas 158.0 80.0 80.0 80.0 80.0 478.0

TOTALES 3,791,999.6 3,915,940.0 3,860,944.8 3,849,952.1 4,067,982.4 19,486,819.1

PROYECCIONES FISCALES 3,792,000 3,916,000 3,861,000 3,850,000 4,068,000 19,487,000
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PLAN DE INVERSIÓN QUINQUENAL INDICATIVO 2015-2019

DETALLE DE METAS INSIGNIA Y PROYECTOS EMBLEMÁTICOS DEL GOBIERNO DEL PRESIDENTE VARELA

(en miles de Balboas)

2015 2016 2017 2018 2019 TOTAL

Techos de Esperanza 75,270 111,000 150,000 150,000 150,000 636,270

Renovación Urbana de Colón 50,000 90,000 90,000 90,000 90,000 410,000

Sanidad Básica 537,236.1 545,904.4 600,395.0 544,500.0 691,950.0 2,919,985.6

Bono Vivienda 17,302.1 23,875.0 24,325.0 24,511.5 24,447.5 114,461.1

Beca Universal 125,661 125,000 125,000 145,000 145,000 665,661

Mi Escuela Primero 86,697 150,721.0 159,270.9 190,756.4 230,000 817,445.3

Panamá Bilingüe 25,849.1 25,000 25,000 25,000 25,000 125,849.1

METRO y Transporte Masivo 436,342.6 557,767.8 773,023.8 666,681.3 600,765.4 3,034,581.1

120 a los 65 123,514.5 153,514.5 153,514.5 193,514.5 193,514.5 817,572.5

Barrios Seguros 125,898.9 142,016.7 147,482.7 162,375.0 167,350 745,123.4

Pacto por el Agro 211,570.6 166,340.6 164,480.9 163,061 163,908.9 869,362.0
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